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1. Introducción. 
La potestas iurisdictionis de la jerarquía se proyecta sobre la nor-
ma penal en tres momentos distintos, realizados cada uno de ellos 
por alguna de las tres funciones en que se despliega dicha potestas. 
«La función legislativa constituye la pena a través de una norma 
jurídica, bien sea una ley o un precepto (en. 2195)>> l. La norma penal 
tipifica así una actuación determinada como delito, merecedor de 
una pena. En el momento en que un fiel cristiano contradice precisa-
mente esa ley o precepto, se abre el camino al segundo momento de 
la pena canónica: la imposición. Ese momento en que el comporta-
miento del fiel cristiano está reclamando -lo reclama el bien pú-
blico, los intereses fundamentales de la sociedad eclesiástica, el mis-
mo agente- una intervención especial de la potestas iurisdictionis 
desplegando todo el procedimiento a seguir para que aquella pena 
conminada afecte jurídicamente al presunto delincuente. 
Dejando a un lado esa problemática tan especial que presentan 
las penas latae sententiae, instituto singularísimo -discutible incluso 
en cuanto a su naturaleza jurídica- del ordenamiento canónico 2, ese 
paso de la sanción penal constituida a la sanción penal impuesta ha 
de ser efectuado por una intervención singular e irrepetible -como 
tal es la persona y las circunstancias que acompañan a su acción- de 
la potestas iurisdictionis in foro externo, fuero en el que se ha come-
1. ARIAS GÓMEZ, J., Reforma del sistema penal canónico, en IUS CANONI-
CUM, XV (1975), p. 244. 
2. Cfr. lbidem, pp. 203-207 Y bibliografía aneja. 
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ti do -de lo contrario no lo sería- el delito (violación externa de 
una norma penal, cn. 2195). 
Esa potestas ha de efectuar un juicio -usamos en este momento 
la expresión «juicio» en su sentido más genérico-: un juicio cuya 
premisa mayor sea la norma penal, esa norma concreta y específica, 
que tipifica como delictuoso un comportamiento posible determina-
do; y cuya premisa menor se referirá al acto delictivo en concreto: 
verificando tanto el acto en sí mismo (elemento objetivo: si se ha 
dado en efecto esa violación externa), como su imputabilidad a la 
persona encausada (elemento subjetivo); y cuya conclusión será jus-
tamente la aplicación de la pena, comprobados todos los requisitos 
que la norma penal exigía en la persona del presunto delincuente. 
Pues bien: éste es el lugar donde se sitúa nuestro tema: ¿cuál es 
la técnica a seguir para esa imposición de penas canónicas? 
Comenzaremos por hacer un análisis resumido de la situación 
actual en el Codex; en segundo lugar trataremos de hacer una apro-
ximación muy elemental a las nociones de vía administrativa y vía 
judicial; en tercer lugar analizaremos las exigencias de la pena ca-
nónica atendiendo a su finalidad y a los presupuestos de su impo-
ción; y, finalmente, trataremos de analizar las ventajas e inconve-
nientes que una y otra vía pueden ofrecemos. 
2. Estado actual de la cuestión. 
Como es obvio, nos referimos al estado actual de iure condito: 
a la fuente legislativa vigente, que es el C.LC. de 1917, y que comienza 
a damos respuesta en el cn. 1933. 
En este canon encontramos ya las dos vías de imposición: la 
judicial y la extrajudicial, o judicial y administrativa, como sugiere 
el título de este trabajo, y es usado con frecuencia por los comenta-
dores del Código. . 
Los cánones siguientes (hasta el 1955) los dedicará el Código a 
la precisión de las formalidades a seguir en el procedimiento judicial. 
y hasta el cn. 2225 -ya en el libro quinto- no nos encontraremos 
otra vez con el procedimiento extrajudicial. Así, pues, mientras al 
procedimiento judicial dedica la legislación vigente veintisiete cáno-
nes, solamente dos tratarán del extrajudicial, y con una sistemá-
tica curiosa sobre la que agudamente llama la atención Arias 
Gómez: «de los dos únicos cánones -dice- que dedica a esta cues-
tión (cns. 1933 y 2225), la norma sustantiva la incluye en el libro 
de Procesos, mientras que la norma procesal está incluida en el libro 
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de Delitos y Penas» 3, cuando de ser de alguna forma, parece que de-
bería ser al revés. 
En todo caso, este cn. 1933, con sus cuatro párrafos, va a ser en 
la tarea de comentadores y exégetas, fuente fecunda de las más dis-
pares opiniones 4. Dos son principalmente los párrafos en conflicto, 
precisamente los que abren paso a las dos vías: el primero y el 
cuarto: 
«Delicta quae cadunt sub criminali iudicio sunt delicta 
publica» (§ 1). 
«Poenitentia, remedium poenale, excommunicatio, suspen-
sio, interdictum, dummodo delictum certum sit, infligi possunt 
etiam per modum praecepti extra iudicium» (§ 4). 
Dos cuestiones fundamentales son las que plantea: a) si se trata 
de dos vías ordinarias de imposición de penas, dos técnicas nor-
males, o, por el contrario, la norma general será el proceso judicial, 
y la excepción el extrajudicial; y b) si la enumeración que hace 
el § 4 de las penas que pueden exponerse extrajudicialmente es 
taxativa o tan solo ejemplificativa. 
a) Por lo que se refiere a la primera, obviamente hay opiniones 
muy variadas, si no no tendría sentido el plantearla. ASÍ, mientras 
para Noval -que intervino directamente en la redacción del libro 
cuarto- el § 4 no es una excepción, ya que mientras el § 1 (proc. 
judicial) se refiere a los delitos públicos, el 4 (proc. extrajudicial) 
presenta la única forma de procedimiento ante los delitos ocultos 5, 
3. Ibidem, p. 207. 
4. Cfr. MUNIZ, Procedimientos ecclésiasticos, 3 (1919); NOVAL, De ratione 
corrigendi et puniendi sive iudicio, sivi extra, iure C.J.C., en Ius Pontificium II 
(1922) pp. 147-156 Y III (1923) pp. 36-40 Y 204-210; WERNZ-VIDAL, Ius Canonicum ad 
Codicis normam exactum, 7 (Romae, 1937); CAPPELLO, Irrogatio poenae per mo-
dum praecepti extra iudicium, en Periodica de re morali ... , 19 (1930); ROBERTI, 
Qaenam poenae applicari possunt per modum praecepti, en Apollinaris, 4 (1931); 
VERMEERSCH-CREUSEN, Epitome Iuris Canonici, 3 (Mechliniae, 1946); REGATILLO, 
Institutiones ¡uris Canonici, 2 (Santander, 1956); CIPRIOTTI, Observaciones al 
texto del C.I.C., (Salamanca, 1950); MIGUELEZ, La imposición administrativa de 
penas canónicas, en Resurrexit (1949); ARZA, De poenis infligendis via adminis-
trativa, en Analecta Gregoriana, 69 (Romae, 1955); MOSTAZA, La aplicación de 
penas por vía gubernativa, en R.E.D.C., 12 (1957); CABREROS, Estudios canónicos, 
(Madrid, 1956), pp. 73-84; PAILLOT, L'infliction de peines sus forme de precepto, 
en Rev. de Droit Canonique, 2 (1952) pp. 427-428 Y 3 (1953), pp. 33-49; CASSOLA, 
De aplicatione poenarum ad modum praecepti, en Apollinaris (1960), pp. 219-245. 
5. NOVAL, De ratione ... , cit., II (1922), p. 153: "Ad paragraphum 4 quod at-
tinet, non continet exceptionem a regula generali § 1 super obligatione deferendi 
170 ANGEL MARZOA 
otros consideran este § 4 como excepClOn del 1 6 : todo depende de 
la proyección que se dé al § 4: o sólo para los delitos ocultos, o 
también para los públicos. 
La cuestión tiene su importancia: va un abismo de pensar que 
el Código establece dos vías ordinarias para la imposición de penas, 
a concebir estas dos vías posibles una como ordinaria y otra como 
excepcional, cuestión que en sus requisitos podría incluso afectar 
a la validez del acto impositivo. 
Al revés de lo que sucede en otros casos, el paso del tiempo 
no ha hecho sino dificultar la clarificación del problema, pues siendo 
ostensible la diferencia que en el Código se aprecia entre el trata-
miento del proceso judicial (27 cns.) y la vía extrajudicial (sólo 2), 
la praxis, en cambio, «ha sido totalmente opuesta: las penas im-
puestas o declaradas mediante sentencia judicial son escasÍsimas; 
por el contrario, el decreto gubernativo ha constituido la técnica 
procedimental ordinaria de imposición o declaración de todo tipo 
de penas» 7. 
in iudicium delicta publica, quia legislator. ut clarius patebit ex conclusione 
sequenti. non loquitur ibi de delictis publicis consistentibus in violatione legis. 
quae Superior teneatur aut possit punire poenitentiis. etc .• sed de delictis quae 
consistunt in violatione praecepti particularis. dati occasione violationis ' ali-
cuius legis. nulla sanctione munitae, aut etiam qualibet sanctione munitae. 
sed ad cuiuis violationis correctionem vel punitionem est saltem moraliter 
impossible instaurare iudicium. et tamen oportet ad eas aliqualiter. saltem in-
directe. peragendas procedere. urgente bono publico aut animae delinquentis; 
iam vero. cum violatio praeceptorum particularium nonisi per accidens sit 
publica. nam impositio praecepti fit secreto. delicta consistentia in violatione 
praeceptorum sunt ex se occulta, et proinde non consistunt exceptionum a 
regula generali § 1 de delictis publicis». Sin embargo el mismo NOVAL sostendrá 
que aunque la vía extrajudicial se puso para proveer al castigo de los delitos 
ocultos no susceptibles de ser sometidos a proceso criminal. no obsta, según 
la mens legislatoris, utilizarla para castigar delitos públicos (Cfr. pp. 152. 153 
Y 155). 
6. Nos parece que esa es la opinión de la mayoría de los autores. para 
quienes la vía extrajudicial es excepcionalmente aplicable --en todos los ca-
sos- cuando las circunstancias de urgencia. peligro de infamia, etc.. desacon-
sejen el procedimiento judicial. El § 4.° se situaría entonces en la línea de ex-
cepción en que están los párrafos 2 y 3. de los cuales. para NOVAL, sólo es ex-
cepcional el 2. en el que expresamente el texto habla de excepción. (Ibidem. 
p. 152). 
7. ARIAS GÓMEZ, J .• Reforma del sistema .... cit .• p. 207. Cfr. el estudio sobre 
jurisprudencia rotal en materia penal de P. CIPROTTI, Rassegna di giurispru-
denza rotale in materia penale, en Archivio di Diritto ecc1esiastico. 2 (1940). 
pp. 128-139. 250-260. 369-373. 503-508; Y el de G. MATTIA, Il diritto penale canonico 
nella giurisprudenza della S. R. Rota, en Ephemerides Iuris Canonici. 16 (1960). 
pp. 158 ss.; ambos trabajos citados por ARIAS GóMEZ en el lugar citado. nota 78. 
DOBLE VíA EN LA IMPOSICIÓN DE PENAS CANÓNICAS 171 
b) Esta primera dificultad interpretativa nos abre paso a la 
segunda, que surge del intento, por parte de los autores, de clari-
ficar la conjunción de estos dos párrafos en cuestión: aquella enu-
meración que hace el § 4 de las penas imponibles por precepto, 
¿es exhaustiva o tan sólo ejemplificativa?; o lo que es lo mismo, 
¿ qué penas pueden aplicarse por vía extrajudicial? 
El Código, como hemos visto, enumera la penitencia, el remedio 
penal, la excomunión, la suspensión y el entredicho. Y en base a 
ello se va creando una serie de corrientes de interpretación que 
convencionalmente podríamos resumir en dos: una restrictiva y 
otra amplia. Para la opinión restrictiva o estricta -en la que 
lógicamente se encuentra Noval- se pueden aplicar o declarar 
por precepto solamente las penas enumeradas en el 1933, § 4, 
siempre que hayan sido constituidas por precepto, a tenor de 
la interpretación que se hace del 2225; y para la opinión amplia 
-entre cuyos defensores, con algunas matizaciones, estarían Ro-
berti, Cabreros, Wernz, Vidal, Arza- el § 4 del 1933 abre la posi-
bilidad de la vía extrajudicial a cualquier pena, tanto constituida 
por precepto como por ley, excepto el caso en que el proceso judi-
cial viniese taxativamente exigido por la norma. 
En cualquier caso, y atendiendo a la normativa vigente, como 
muy bien observa Arias Gómez, «a tenor del cn. 2222, § 1 tam-
bién puede castigarse por vía administrativa la violación de le-
yes no penales, ya que el canon nada establece en cuanto a téc-
nicas de imposición» 8, con lo cual, cualquier duda se resolvería 
acudiendo a la generosidad de este canon, tan discutible por lo que 
se refiere a su compaginación con el principio de legalidad enun-
ciado en el cn. 2195. 
3. Lo judicial y lo administrativo. 
No trataremos aquí de dejar resuelta la vexata quaestio de la 
distinción entre lo judicial y lo administrativo, ni tampoco de ofrecer 
vías definitivas de solución. Bástenos una breve aproximación, fie-
les a lo anunciado al principio, que sirva de premisa al resto de 
nuestro trabajo Y. 
8. O.c., p. 208. 
9. Recomendamos a propósito de esta cuestión el trabajo de DE DIEGO-
LoRA, La funci6n de justicia en la Iglesia, en IUS CANONICUM, XVI 
(1976), pp. 287-316, a quien seguiremos especialmente en esta parte de nuestro 
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Tratamos de ambas potestades en relación con su posibilidad de 
ser ejecutoras de la potestad legislativa: se trata de hacer efectiva 
en un fiel cristiano una ley penal, de aplicar al caso concreto el 
tipo establecido en la norma penal. 
Cabreros caracteriza así una y otra potestad, atendiendo a su 
objeto 10: «la potestad judicial no hace sino defender estrictamente 
el cumplimiento de las leyes, procurando su recta interpretación y 
aplicación a los hechos concretos y sancionando su violación. La 
potestad ejecutiva (administración) cumple también esta función, 
aunque de distinta manera, según queda dicho; pero además -y 
esto es 10 propio de ella- gobierna en conformidad con las leyes». 
Cabreros, con Calamandrei, afirmará que «la diferencia esencial 
entre el acto del juez y el del administrador se halla principalmente 
en la posición del juez y del administrador frente al derecho (. .. ). 
La actividad jurisdiccional tiene carácter supletorio o de extrema 
ratio; la administración es en todo caso una actividad primaria en 
el sentido en que es primaria la actividad del privado que ne-
gocia» 11. 
No acabamos de ver claro este enfoque: tal como describe Ca-
breros ambas actividades, parece que lo congruente sería que el 
proceso ordinario de imposición de penas -admitida la doble vía-
sería el administrativo, mientras que el judicial sólo entraría en 
acción cuando lo complicado del caso, la necesidad de un porme-
norizado estudio de las circunstancias, la necesidad de probar los 
hechos, exigieran un procedimiento judicial. No parece, sin em-
bargo, que sea esa la mens legislatoris cuando precisamente reserva 
la imposición ad modum praecepti a los casos en que, según el pru-
dente juicio del superior, parezca oportuno acelerar la imposición 
de la pena, o evitar el grave incómodo de la infamación en proceso 
público. Diríamos, incluso, que si algo es supletorio, o subsidiario, 
en el momento actual, es precisamente el procedimiento adminis-
trativo, que sirve como vía de solución a los problemas que en 
un momento dado presenta el proceso judicial en la imposición de 
una pena. Otra cosa es que la praxis haya ido convirtiendo lo «suple-
torio» en vía estadísticamente ordinaria, en razón de que es justa-
mente ordinario que cada caso vaya acompañado de una serie de 
trabajo; allí podrá encontrarse amplia bibliografía sobre este tema. Cfr. tam-
bién CABREROS, Nuevos estudios canónicos (Vitoria, 1966), pp. 249-268: «La po-
testad judicial de la Iglesia». 
10. CABREROS, Nuévos estudios ... , cit., p. 252. 
11. Ibídem, en nota 5. 
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circunstancias que parecen justificar la aceleración del proceso me-
diante la vía administrativa. 
«Por función de justicia administrativa -dice por su parte 
De Diego-Lora 12_ debe entenderse aquella actividad de órganos, 
del poder jurídico, ordenada a la función de administrar justicia 
en relación a decisiones y actos de órganos de la Administración 
pública, cuando éstos actúan, no en relaciones de justicia conmuta-
tiva con otros entes públicos o sujetos privados, sino por razón 
y con apoyo de su pública potestad». Creemos que por este camino 
encontraremos alguna pista al objeto de nuestro trabajo. La fun-
ción de la justicia administrativa -no olvidemos que imponer 
penas no es otra cosa que administrar justicia- está en relación a, 
supone, alguna decisión o acto previo de la Administración pública; 
es decir, necesita de una actuación de la Administración, una actua-
ción ejecutiva de la ley, que en un momento determinado es impug-
nada, y exige una clarificación de validez, conveniencia, oportuni-
dad ... , de justicia, en definitiva. 
Nos parece, en cambio, que lo penal en el Derecho tiene otra tra-
yectoria: sus elementos son una ley (ley penal: con sanción aneja, 
por consiguiente), una actuación de una persona, y la necesidad de 
una decisión jurisdiccional determinando la infracción o no infrac-
ción de aquella ley mediante el comportamiento determinado en 
análisis. 
La función judicial la describe, a su vez, también De Diego-
Lora 13 como una «función pública, ejercida por órgano público 
competente, que deriva del ejercicio de las acciones judiciales, 
es decir, de un derecho de reclamación íntimamnte ligado a un 
interés que se muestra como legítimo y que merece, «prima facie», 
la tutela judicial frente a otro u otros sujetos distintos del recla-
mante y que son a su vez portadores de propios y enfrentados inte-
reses». Es propio del proceso ese «enfrentamiento en presencia, y 
bajo la dirección, de un órgano competente al que se le atribuye la 
«potestas iudicialis». La realidad del enfrentamiento es una exigen-
cia permanente y condicionante de la existencia misma del proceso 
( ... ). Tal situación de partes enfrentadas se da en el proceso nece-
sariamente porque el proceso nace de la acción judicial, y ésta 
-la acción propiamente dicha- se justifica y toma vida en razón 
precisamente a una situación anterior, perteneciente a un mundo 
previo al proceso, pero situación de enfrentamiento de intereses, 
12. DE DIEGo-LoRA, La función ... , cit., p. 299. 
13. Ibídem, p. 310. 
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en real o posible contradicción, cuyos portadores son sujetos porta-
dores a su vez de distintos y, en principio, incompatibles intereses. 
Una situación de enfrentamiento perteneciente a una realidad jurí-
dica de alteridad anterior al proceso mismo, y en la que late una 
exigencia determinada de justicia, que da paso a la acción, en 
cuanto se hace reclamación formal frente a otro y ante el órgano de 
justicia» 14. 
Quien lea esta descripción del proceso con la mente puesta en 
la imposición de una pena, se irá dando cuenta de que. los datos 
coinciden: enfrentamiento de intereses, acción que ejercita el pro-
motor de justicia o un particular interesado en esa imposlclOn o 
declaración, situación de enfrentamiento anterior a la: realidad del 
proceso, expectativa de resolución por parte del órgano judicial. .. 
Por tanto, el rasgo, característico y permanente que acompaña 
a la función judicial es «la situación de enfrentamiento formal de 
sujetos interesados ante el órgano judicial, surgida de la acción, 
que se origina a su vez de una situación de enfrentamiento en la vida 
jurídica anterior al proceso entre los mismos interesados» 15. 
Pero todavía no hemos llegado al punto a nuestro modo de ver 
decisivo: porque «este rasgo es común a toda función judicial, 
incluida la de justicia administrativa. Lo peculiar de ésta · residirá 
--continuamos transcribiendo palabras de De Diego-Lora- en que 
el enfrentamiento se produce siempre con la Administración, por 
hacer referencia a un acto administrativo -que es lo que provoca el 
enfrentamiento previo-, mientras que la función judicial en ge· 
neral no requiere de una determinación precisa de la cualidad 
de los sujetos, como requisito de su existencia, ya que está al 
sevicio de todos los sujetos del ordenamiento y debe servir también 
a la solución justa de todas las situaciones de enfrentamiento 
insoluble que se planteen en la sociedad eclesiástica, cualesquiera 
que fueren los sujetos interesados en dicho enfrentamiento» 16. 
La acción que pretende la imposición o declaración de una pena 
no supone ningún acto de la Administración, del poder ejecutivo 
-sí, en cambio, del legislativo-: y el enfrentamiento surgirá ante 
los intereses del implicado -que de no tener otro, al menos tendrá 
el de que con él se haga justicia-, además de intereses de ter-
ceros, no ajenos ni poco frecuentes en este ámbito. Alguien tomará 
en efecto el papel activo: y lógicamente lo hará de ordinario el Pro-
14. lb., p. 311. 
15. lb. 
16. lb., pp. 311-312. 
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motor de justicia o fiscal, pues no será habitualmente lo lógico 
que alguien tenga interés en que se le imponga una pena o se le 
declare -aunque sí puede tener interés legítimo en que la sentencia 
dirima la controversia posible y devuelva la fama al infamado por 
sospecha de delito-; y serán «sujetos pasivos del proceso, deben 
serlo, todos aquellos que tengan, en la situación de enfrentamiento 
anterior al proceso, un interés en contradicción con el del sujeto 
que, con su iniciativa, haya tomado el papel activo» 17. 
Siempre habrá, pues, un enfrentamiento, y un enfrentamiento en 
base a una realidad anterior al proceso; y un enfrentamiento en que 
las partes se presentarán ante el órgano judicial en situación de 
igualdad: esa igualdad que proporciona la mutua pretensión de 
justicia, de que a cada uno se le de lo suyo, mediante la resolución 
por vía de sentencia de un contradictorio planteado formalmente, 
con todas las garantías que la forma procesal proporciona a todos 
los interesados. 
4. Finalidad de la pena canónica y presupuestos de su imposición. 
Trataremos ahora de resumir brevemente esos dos puntos refe-
ridos a la sanción penal canónica que nos servirán de elementos de 
juicio a la hora de definir la conveniencia o no, la necesidad o no 
necesidad de la vía administrativa o/y de la judicial. 
No es este el momento de justificar la necesidad de un derecho 
penal en la Iglesia: es algo exigido -sine qua non- de la misma 
naturaleza de la Iglesia, que se nos presenta fundacionalmente como 
sociedad jurídicamente estructurada, y por tanto con necesidad de 
poseer y usar en su momento del poder coactivo. 
También nos llevaría lejos un análisis de las distintas clases de 
penas en la Iglesia: análisis que comenzaría por un estudio de las 
penas medicinales y vindicativas, pero que, voluntariamente, hemos 
eludido. 
Sin tratar de graduar el orden de los fines, diremos que dos son 
los fundamentales. 
a) Un fin medicinal, que se dirige directa e inmediatamente al 
delincuente, con el ánimo de moverle al arrepentimiento, de de-
poner su actitud contumaz, quebrantar su rebeldía y estimularlo a 
someterse. 
17. lb., 312. 
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b) Un fin que referido a todo el conjunto social presenta las 
características de defensa del orden social justo establecido, pro-
tección y garantía de los intereses fundamentales de la sociedad 
eclesiástica en orden al bien común, en cuanto son medios nece-
sarios para el logro de la salus animarum, fin absoluto de la Igle-
sia; y también escarmiento, ejemplaridad y reafirmación pública 
de la disciplina. 
Evidentemente uno y otro fin se implican mutuamente, aunque 
según los casos y la naturaleza y ocasión de cada pena sean uno 
u otro los que predominantemente se tengan en cuenta. 
Pero siendo éste su fin, el medio es la privación de algún bien, 
sea material o espiritual, que está en relación con los derechos que 
el fiel tiene en la sociedad eclesiástica, de la que es miembro, y 
cuyo ejercicio posibilita la consecución de su fin como cristiano. 
Por tanto su posible privación ya se ve que, en tanto pretendida, 
violenta su esfera jurídica y contradice sus intereses legítimos den-
tro de la sociedad: por tanto ha de mediar alguna causa, alguna 
razón proporcionalmente grave, que jurídicamente de ocasión a que 
en un momento determinado su interés en el goce de sus derechos 
sea o no vencido por el fin absoluto de la Iglesia, que en cuanto 
tal afecta también a su fin individual -salus uniuscuiusquae ani-
mae- y a los intereses en juego. 
Aquellos intereses generales -comprehensivos del interés indi-
vidual en cuanto miembro, no se olvide esto- están ya defendidos 
sustantivamente por el poder legislativo, que ha tipificado previa-
mente como delitos -es decir: como contrarios- una serie de 
comportamientos, con unas características determinadas objetivas 
y subjetivas. 
Pues bien: la imposición de la pena, como decíamos al principio, 
no es otra cosa que la decisión acerca de si un comportamiento 
determinado encaja estrictamente en la tipificación operada por el 
legislativo. Esa decisión precisa de un análisis, de un «juicio» 
-seguimos usando de momento el término en su sentido vulgar-o 
y un juicio que ha de ser efectuado en sede jurisdiccional por 
el mismo poder, aunque mediante órganos distintos, que el que 
estableció las leyes. 
En ese juicio o valoración, evidentemente, hay implicados tanto 
intereses: uno sobre todo, la verdad, única senda por donde sabe 
andar la justicia; pero una verdad que en el momento de preten-
derla no se presenta como evidente: exige unas pruebas que se 
irán estableciendo en el juego de acusación y defensa de los res-
pectivos intereses. Un juicio, pues, que habrá de encauzarse por el 
análisis de los argumentos que cada interés-parte presente, y que 
DOBLE VÍA EN LA IMPOSICIÓN DE PENAS CANÓNICAS 177 
será definitivo en base, no a intuiciones, sino a pruebas objetivas. 
Un juicio en que una parte y otra estén en pie de igualdad en 
cuanto a posibilidades de defensa de sus intereses. 
Todo ello sólo será factible en la medida en que exista una es-
tructura formal ajena al enfrentamiento, que ofrezca los cauces ade-
cuados para que las partes puedan litigar. Y un órgano que me-
diante esa estructura pueda acumular los elementos necesarios para 
llegar a una decisión final, acerca de si efectivamente hay algún 
interés violado, si el delito es cierto, si siéndolo es imputable, y, 
en fin, si procede o no la imposición de la pena: la aplicación pru-
dente al caso concreto, el sum cuique en definitiva. 
S. Ventajas e inconvenientes de la vía judicial y de la 
vía administrativa. 
Es el momento ya, con los elementos de juicio que tenemos, de 
analizar cuál de las dos vías se presenta como la más adecuada 
para la imposición de las penas, o si, en su caso, ambas son conve-
nientes. Trataremos sin más de hacer un juicio de conveniencia, 
pues el de su posibilidad está ya resuelto en el Código vigente. 
Evidentemente hay una cuestión intrincada de fondo: ¿es posible 
una decisión atendiendo a un criterio material?; es decir, la imposi-
ción de una pena ¿es natura sua judicial o administrativa? No nos 
parece que el momento actual ofrezca elementos doctrinales sufi-
cientes para aventurarnos en ella sin caer en el riesgo de aportar 
una opinión más, o de repetir lo ya dicho, que sería lo más pro-
bable. Por eso optaremos por ofrecer sin más elementos para un 
juicio de conveniencia, indudablemente susceptible de nuevas y enri-
quecedoras reflexiones. 
Noval, de quien ya conocemos su tesis restrictiva respecto a la 
imposición extrajudicial de sanciones penales, y después de dejar 
sentado que aunque el mismo derecho natural exige que sea regla 
general en toda sociedad el procedimiento judicial, no obstante 
esa exigencia no urge de tal forma que no pueda el Superior 
proceder en algún caso extrajudicialmente, hace una defensa inte-
resante y razonada del proceso judicial 18: Del mismo modo -vie-
18. NOVAL, De ratione ... , cit., II (1922), p. 151: «Ex iure naturali debet ex 
regula generali in omni societate completa iudiciorum proprie dictorum insti-
tutio induci: sed non ita urgere lex illa naturalis censenda est, ut non possit 
princeps ipse, et allii magistratus ab ipso constituti, in certis casibus iustitiam 
extraiudicialiter ... exerceri». Haec locum maxime habent in iudiciis criminali-
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ne a decir- que en lo contencioso la declaración o reconoci-
miento de derechos o su determinación práctica es función propia, y 
normalmente exclusiva, de los jueces, ya que solamente cuando son oí-
dos en estricto contradictorio o juicio aquellos que tienen algún interés, 
puede darse la certeza moral de haber hecho una recta interpretación 
práctica tanto de la ley como del derecho de los contendientes, y 
de ahí la communis opinio acerca de la recta administración de la 
justicia, según la cual se afirman las relaciones jurídicas de los 
miembros de la sociedad, y se abren las fuentes de la prosperidad 
pública; así, y todavía con más motivo, la determinación del de-
lito y de la pena correspondiente en concreto, es ex se función pro-
pia del juez, función incluso normalmente exclusiva, o sea, a no 
ser que el legislador expresamente prevea otra cosa; pues normal-
mente, teniendo presente la parcialidad de los contendientes y los 
apasionamientos de todo género que pueden influir sobre el Supe-
rior, y máxime cuando de imponer penas se trata, solamente la 
determinación judicial del delito y de la pena concreta que opera 
el juez sujeto a las normas del derecho, entre las cuales está prin-
cipalmente la audición en estricto contradictorio de las partes inte-
resadas -el reo y el promotor de justicia- mediante la cual las 
declaraciones mutuas van precisando y aquilatando acerca de si 
bus. Etenim, quemadmodum in contentiosis declaratio iurium a lege conces-
sorum vel recognitorum, seu eorundem practica definitio, est functio propria, 
et regulariter exclusiva, iudicis, quia solummodo quando auditi sunt in stricto 
contradictorio seu in iudicio ii quorum interest, habetur moralis certitudo verae 
interpretationis practicae tum legis tum iuris contendentium et exinde commu-
nis opinio de recta administratione iustitiae, qua opinione firmantur iuridicae 
relationes membrorum societatis et aperiuntur fontes prosperitatis publicae, 
ita, vel potius a fortiori, definitio delicti et poenae ei congruae in concreto, seu 
practica utriusque determinatio, est ex se functio iudicis propria, necnon exclu-
siva regulariter, idest, nisi aliud a legislatore caveatur expresse; nam regula-
riter, attentis studio partium et multiplicis generis passionibus, quae etiam in 
Superioribus vim exserunt et maxime cum agitur de coercendis delictis in par-
ticulari, sola iudicialis definitio delicti et poenae in concreto, qua iudex praefixis 
a iure normis, inter quas praecipue auditio in stricto contradictorio eorum quo-
rum interest, videlicet, rei et promotoris iustitiae, constringitur in declarando, 
actum qui commissus est hic et nunc et accusatur tanquam criminalis, esse 
vel non esse eundem a legislatore in sua mente perspectum in genere cum le-
gem poenalem conderet, et poenam, delinquenti hic et nunc applicandam, ser-
vare proportionem cum delicto a legislatore intentam ad obtinendum finem 
correctionis et punitionis in Ecclesia: sola, inquam, talis definitio praebet mo-
ralem certitudinem de vera practica interpretatione legis poenalis et iuris 
delinquentis, et proinde tranquillitatem animorum, in qua pax et ordo so-
cialis consistunt et sine qua scopus correctionis et punitionis nullr modo obti-
nebitur, quin potius delicta et delinquentes augebuntun>. 
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el acto cometido hic et nunc y la acusación criminal corresponde o 
no a la mente del legislador manifestada genéricamente en la ley 
penal constituida, y si la pena a aplicar al delincuente guarda la 
proporción debida respecto al delito querida por el legislador para 
obtener el fin de corrección y castigo en la Iglesia: solamente 
-dice Noval- tal determinación judicial proporciona la certeza 
moral de haber acertado en la interpretación-aplicación práctica de 
la ley penal y el derecho del delincuente, y de ahí la tranquilitas ani-
morum, tranquilidad en que justamente consiste el orden social, y 
sin la cual no podría obtenerse el fin de corrección y castigo, sino 
que por el contrario aumentarían los delitos y delincuentes. 
Como puede verse, Noval está claramente a favor del procedi-
miento judicial: solamente -dirá más adelante 19_ cabe el proce-
dimiento administrativo cuando el judicial venga imposibilitado por 
alguna circunstancia: y cita los cns. 2186 y 2191, § 3 que se refieren 
a los motivos que hacen recomendable acudir a la suspensión ex 
informata conscientia (habiendo testigos, éstos no pueden declarar 
en proceso y no existen otras pruebas, cn. 2191, § 3, l.0; si hay 
amenaza u otras gestiones del delincuente --clérigo en este caso-
para impedir la instrucción o continuación del proceso, cn. 2191, 
§ 3, 2.°; si median impedimentos que proceden de las leyes civiles 
adversas, o de grave peligro de escándalo ... ). Pero él mismo se cuida 
a continuación de decir que el proceso ex informata conscientia no 
es norma jurídica procesal, sino «iuris norma extraordinaria». 
Todavía, al final de su extenso trabajo ya ampliamente citado, 
vuelve Noval a concretar ese tema, que resume en la conclusión 
siguiente: «Ex se et ex regula generali omnis poena proprie talis, 
sive vindicativa sive medicinalis, nisi aliud manifeste caveatur a iure, 
debet infligi aut declarari in iudicio» 20: conclusión que además de 
probar acudiendo a los cns. 1933 y 2225, vuelve a razonar con tér-
minos parecidos a la anterior exposición: «Etenim poena, utpote 
repugnans homini, cuius libertatem ligat, est quid odiosum, et non 
adhibendum nisi in singulis casibus sufficienter constet de eius 
fundamento rationabili, videlicet de legitima eius causa seu de de-
licto, de delicti auctore et imputabilitate, de poenae proportione ad 
delictum et de spe obtinendi scopum inflictionis aut dec1arationis, 
idest, emendationem rei aut reparationem ordinis laesi (c. 2215); de 
his autem regulariter non constat sufficienter nisi delictum et poena 
19. lbidem., III (1923), p. 40. 
20. lb., p. 204. 
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discutiantur in stricto contradictorio, seu in iudicio, ut supra dictum 
est» 21. 
No obstante, continúa Noval en la conclusión siguiente, algunas 
penas pueden, e incluso deben en algunos casos, imponerse o de-
clararse extrajudicialmente: así consta -dice- por los canso 1933 
y 2225. Y es que hay casos -continúa- en que el proceso judicial 
no es absolutamente necesario para que conste del delito, autor, 
etc., y de otra parte la salus aeterna animae ya del delincuente, ya 
de los demás fieles, que es la razón de la pena, se frustaría si se 
tuviera que observar el procedimiento judicial 22. 
Permítasenos hacer un paréntesis a propósito de esta argumen-
tación: prescindiendo de la suspensio ex informata conscientia, cuya 
naturaleza verdaderamente extraordinaria creemos nos pone fuera de 
nuestro propósito -además de los indicios de que esta figura desa-
parecerá en el nuevo Código-, el análisis de las razones justifica-
tivas de la imposición extrajudicial de penas nos llevan a pensar 
si verdaderamente son tan apodícticas esas razones, o si, por el con-
trario, esas manifiestas necesidades que devienen de la peculiaridad 
de los fines y medios de la sociedad eclesiástica no pueden acaso 
encontrar otros cauces de solución, sin tener que calzarse necesa-
riamente la estructura penal. 
Resumamos esas razones de conveniencia o necesidad: y creemos 
que ese resumen puede concretarse en un solo motivo de fondo, 
aunque con posibles variaciones en los matices. Sería: la urgencia 
de aplicación de una pena, la frustración del fin de la pena si en 
un caso concreto la demora consiguiente al proceso judicial hiciese 
vana su tardía imposición; entonces la salus uniuscuiusquae anímae 
exigiría la celeridad del procedimiento gubernativo y la rápida impo-
sición de la pena. 
No podemos alejar la sospecha de estar ante una objeción teórica, 
particularmente tópica: trataremos de descomponerla. Esa necesi-
dad de velar por la salus vendría exigida -como muy bien obser-
vaba Noval-, según los casos, o bien por el resto de los fieles, o 
bien por el mismo delincuente. 
En caso de que la aplicación urgente de la pena venga exigida 
por la protección de los demás fieles, nos parece que no se quiere 
aludir aquí a otra cosa que a la urgencia de clarificar un comporta-
miento como antieclesial, para evitar el contagio, mediante una inter-
vención jerárquica de valor ejemplar: esto evidentemente hace la 
21. lb., pp. 204-205. 
22. lb. 
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imposición de la pena; pero, nos preguntamos, ¿no se llega al mismo 
objetivo mediante una clara catequesis ad hoc recordando la natu-
raleza delictuosa de tal comportamiento concreto, recordando su 
tipificación legal? «Los sacerdotes deberían instruir sobre este punto 
al pueblo con la debida insistencia», dice Cabreros 23 refiriéndose a 
la existencia en el ordenamiento de muchos delitos y penas «feren-
dae sententiae»; insistencia -añadimos nosotros- que debe inten-
sificarse cuando un comportamiento delictivo se generaliza en un 
determinado momento. 
Esto sin olvidar que la misma incoación del proceso -indepen-
dientemente del resultado de la sentencia final- tiene de por sí la 
suficiente fuerza ejemplarizante como para poder conocer los fieles, 
el resto de los fieles, a qué atenerse en tal comportamiento. 
y en caso de que la urgencia de la aplicación de la pena venga 
exigida por la «salus» del mismo reo, creemos igualmente que el verse 
implicado en un proceso le moverá ya suficientemente a reconsi-
derar su actitud: sólo la verdadera y fuerte contumacia terminará 
en la sanción penal; pero sólo gracias a las formalidades procesales 
esa contumacia se clarificará en su verdadero alcance y servirá de 
medida para la intensidad de la pena a imponer. 
En último caso, recordemos que todavía queda al Superior el 
recurso a los Remedios Penales y Penitencias, que en cuanto «provi-
siones gubernativas sin carácter penal», podrán imponerse mediante 
simple decreto, por escrito o de palabra, y no es necesario que se 
observe ninguna forma procesal determinada, ni judicial ni adminis-
trativa 24. 
Lo que no acabamos de entender, en cualquier caso, es por qué 
al procedimiento administrativo se le califica generosamente de más 
paternal 2\ por existir -creemos que esa sería la razón- una rela-
23. CABREROS, Nuevos estudios ... , cit., p. 766. 
24. Ibidem, p. 49l. 
25. Cfr. por ejemplo, CASSOLA, De aplicatione poenarum ad modum praecepti, 
en Apollinaris, XXXIII (1960), pp. 224-225: Cassola trata de ofrecer en estas pá-
ginas un cuadro de ventajas e inconvenientes de la vía procesal y la vía admi-
nistrativa, que podríamos calificar de acertado resumen de la communis opinio 
al respecto. Así, hablando de ventajas, atribuye al procedimiento judicial el 
que sus formalidades son natura sua más aptas para detectar la verdad del 
hecho delictuoso y su imputabilidad, para guardar en general la justicia, para 
defender al reo en todos los momentos del proceso; mientras que atribuye al 
administrativo la pronta punición del delito, aun el oculto, ex se no exige pu-
blicidad tantas veces odiosa para el delincuente, y presenta -como deCÍamos-
una forma más paternal. Y refiriéndose a los inconvenientes, el procedimiento 
judicial impide la celeridad en la aplicación de penas a no ser en caso de deli-
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ción más directa entre superior y reo. Será más paternal, sin duda, 
como pedía el Concilio de Trento y es recogido en el cn. 2214, 
§ 2, el esfuerzo por apartar a los fieles del mal con «exhortaciones 
y avisos» ... «para no verse en la precisión de castigarlos con penas 
justas si llegan a delinquir»; y en el caso de que «por la fragilidad 
humana, llegaren éstos a delinquir en algo», deberán «observar aquel 
precepto del Apóstol de razonar con ellos, de rogarles encarecida-
mente, de reprenderlos con toda bondad y paciencia, pues en nume-
rosas ocasiones puede más, para con los que hay que corregir, la 
benevolencia que la austeridad, la exhortación más que las amenazas, 
y la caridad más que el poden>. 
Ahí ofrece el mismo texto legal toda una serie de recursos pater-
nales para velar por la salus de unos y otros antes de llegar a la 
imposición de la pena: y aquí se manifiesta de modo especialmente 
intenso -más que con el recurso a la imposición extrajudicial- esa 
peculiariedad tan rica en matices que presenta la sociedad eclesial 
en la protección de sus intereses y en la preocupación por la salus 
de cada uno de sus fieles. 
¿Pueden ser ineficaces esas medidas? Ciertamente que sí; y es 
entonces cuando, siendo necesario el castigo por la gravedad del 
delito, «deben hacer uso (los Ordinarios) -sigue diciendo el cn. 2214 
con el texto del Concilio de Trento- del rigor con mansedumbre, de 
la justicia con misericordia y de la severidad con blandura, para que 
sin asperezas se conserve la disciplina, saludable y necesaria a los 
pueblos, y los que han sido corregidos se enmienden o, si éstos no 
quieren volver sobre sí mismos, para que el castigo sirva a los demás 
de ejemplo saludable y se aparten de los vicios». 
Pero veamos ahora cómo otro autor, ya citado en estas páginas, 
de reconocido mérito en la penalística de las últimas décadas, ve 
en cambio la naturaleza maternal -paternal era en el caso ante-
rior- justamente en la sentencia judicial. Se trata de M. Cabreros 26: 
la sentencia condenatoria en el proceso criminal canónico «es un acto 
de justicia que el bien de la sociedad eclesiástica reclama, pero al 
mismo tiempo es un acto eminente de clemencia y de equidad canó-
tos notorios, excluye por tanto los ocultos, conlleva una publicidad odiosa, pre-
senta las dificultades de someter a los laicos a un juicio criminal eclesiástico; 
mientras que el procedimiento administrativo presenta menores seguridades 
para el reo, y es más difícil escapar del arbitrio o la impericia. Como se ve, las 
ventajas en una vía son desventajas en la otra y viceversa. En resumen, nos 
parece que el análisis es reductible a aquella única razón a que nos referimos 
en el texto. 
26. CABREROS, Estudios canónicos, cit., pp. 665-666. 
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nica ( ... ). La equidad canónica domina también en las atribuciones 
que nuestro Derecho concede ampliamente al juez en la irrogación 
de la misma pena, aun después de conocida y benignamente inter-
pretada la ley aplicable. El aforismo jurídico: «optima lex quae 
minimum arbitrii tribuit iudici» no se cumple rigurosamente en la 
sentencia punitiva, y esto es un gran elogio en favor del espíritu 
maternal de la Iglesia, del que está impregnado todo el Código, pero 
que principalmente se revela cuando es forzoso echar mano de la 
sanción penal. Es ésta la más genuina expresión de lo que se ha 
llamado la gracia en el Derecho. La amplitud de poderes de que está 
investido el juez en la pronunciación de la sentencia penal es una 
nota destacadísima del proceso canónico, aunque no suficientemente 
conocida, y que da a nuestro proceso un marcado perfil de moderni-
dad y de progreso científico a la vez que de humanísima indulgencia, 
ya que todos esos poderes judiciales están destinados a favorecer 
al reo». 
Téngase en cuenta -añadimos nosotros- que esa amplitud de 
poderes no son la prácticamente omnímoda facultad que el cn. 2222 
concede al Superior para sancionar la transgresión de una ley no 
penal, sino atribuciones del juez, cuyo juicio estará enriquecido por 
las matizaciones del contradictorio, y cuya decisión estará sometida 
a todo el mecanismo procesal de recursos por parte de los litigantes. 
Pero sigamos con Cabreros, quien prueba su afirmación 
anterior acudiendo a tres cánones. Uno es el 2218, por el que «se 
manda observar una proporción equitativa entre la pena y el delito», 
enumerando el legislador una serie de «circunstancias meramente 
personales que directamente no influyen en la calificación del delito 
y cuyo grado de influencia indirecta no es posible mensurar con 
plena exactitud ( ... ): la edad, la formación, el sexo, la condición 
social, la dignidad de la persona, que comete el delito o de aquella 
a quien se ofende», todo ello, naturalmente, además de la atención 
fundamental a los elementos constitutivos del delito. 
El segundo canon en cuestión es el 2223, donde -dice Cabreros-
«más claramente aparece la libertad de criterio y de decisión, con-
cedida al juez por la ley eclesiástica». Recordemos el primer párrafo 
del texto legal: «En la aplicación de las penas no puede el juez 
aumentar una pena determinada, de no existir circunstancias extraor-
dinarias agravantes que así lo exijan» 27. Cabreros comenta así los 
siguientes párrafos: «El dique, sólo excepcionalmente franqueable, 
27. en. 2.223, § 1. 
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que se pone al aumento de la pena, se rompe fácilmente para dar 
lugar a la disminución de la misma. La potestad del juez es omnímoda 
en la aplicación de la pena f.s. -siempre conforme a la prudencia 
y conciencia del mismo juez- cuando la ley emplea términos facul-
tativos (§ 2). Pero ni siquiera el juez se ve constreñido a aplicar la 
pena establecida por la ley cuando ésta emplea términos preceptivos. 
Entonces, dice el § 3 -como si el legislador temiese exceder el rigor 
en algún caso concreto-- «ordinariamente debe aplicarse la pena». 
Luego, en el § 3, n.O 2, se enumeran concretamente, no taxativamente, 
varios casos en los cuales el juez debe abstenerse de aplicar la pena 
establecida por la ley. Tal acaece si el reo está perfectamente 
enmendado y ha reparado el escándalo, o si ha sido suficientemente 
castigado o se prevé que lo será con penas impuestas por la auto-
ridad civil. Aparte de la no aplicación de la pena legalmente debida, 
le queda al juez el prudente y recto uso del derecho de mitigar 
las sanciones legales. Puede, en consecuencia, «diferir para tiempo 
más oportuno la aplicación de la pena, si prevé que del castigo inme-
diato del reo han de seguirse mayores males». Puede también «reba-
jar la pena determinada, o en lugar de ella aplicar algún remedio 
penal o imponer alguna penitencia, si existe alguna circunstancia 
notablemente atenuante de la imputabilidad, o si, supuesta la en-
mienda del reo o el castigo impuesto por la autoridad civil, el juez 
o el Superior considera, sin embargo, oportuno imponerle además 
algún castigo más suave». 
y el tercer texto es del cn. 2224, que -dice Cabreros- «pone a 
disposición del juez varios sistemas de compensación y mitigación 
de las penas, para cuando la acumulación de ellas por la correlativa 
acumulación de delitos haría demasiado agobiante el peso simul-
táneo de diversas sanciones aisladamente justas y soportables». 
«Por lo dicho -comenta finalmente este autor- se ve el amplísi-
mo, casi ilimitado poder que se concede al juez en la mitigación de 
la pena canónica. Pero, si el juez está investido de tan amplia potes-
tad en orden a la aplicación y mitigación de la pena legalmente 
debida, carece por el contrario, normalmente, de toda potestad para 
agravar la pena establecida por la ley y aún debe proceder siempre 
ad apicem iuris y según estricta justicia en la pronunciación de la 
sentencia condenatoria. Por este motivo debe el juez valorar y justi-
preciar exactamente en la redacción de la sentencia el título de 
condena alegado por el fiscal, es decir, el hecho delictivo con todas 
sus especies y circunstancias, así como también razonar la aplica-
ción de la pena correspondiente. Después de dar su fallo justi-
ciero, declarando autoritativamente el hecho delictivo y la pena que 
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le corresponde según ley, puede el juez proceder ex bono et aequo, 
conforme lo arriba expuesto, en la aplicación de la pena merecida» 28 . 
Nos parece que, a mayor abundancia, la solicitud por la justicia, 
e incluso el bien de las almas, está más que suficientemente mos-
trado en estas páginas de Cabreros referidas al proceso criminal. 
Llega el momento de pensar en concluir, y lo haremos resumiendo 
el pensamiento de un conocido penalista actual, decidido partidario 
de la vía judicial: «El acto impositivo de aplicación de la pena -dice 
Arias Gómez-, debe corresponder a la función judicial, a través de 
un proceso judicial; porque hay que tener en cuenta que la imposi-
ción ha de ser siempre la conclusión de un juicio cuya premisa mayor 
sea la norma penal, y la premisa menor el acto delictuoso suficiente-
mente probado, tanto en su elemento objetivo como subjetivo. Una 
premisa y otra y su mutua relación sólo encuentran el marco ade-
cuado para su prueba, con las debidas garantías, en una litis que 
acepta tanto pruebas a favor como pruebas en contra, pruebas de 
la parte actora como de la parte demandada, para dejar la conclusión 
igualmente abierta: a la condenación probada o a la absolución pro-
bada» 29. 
Se trata de imponer una pena: de privar a un fiel de algún bien 
espiritual o/y material, en relación con los medios necesarios para 
la · consecución de su fin en la Iglesia. Toda pena es infamante, y el 
derecho a la buena fama es derecho fundamental, y por tanto irre-
nunciable, de toda persona. Por todo ello nos parece evidente el 
riesgo de «atentar contra la justicia si se impone una pena por 
decreto gubernativo sin someterse a las normas procesales pertinen-
tes que garanticen la igualdad de oportunidades probatorias al actor 
y al reo» 30, a que antes nos referíamos, y que no acabábamos de 
ver suficientemente protegida en la vía administrativa. 
Resumiendo, pues, y ante la ventaja que ofrece la vía adminis-
trativa, de celeridad en la imposición, veamos que nos ofrece la vía 
judicial: como dice Arias Gómez, «el juez ha de procurar conjugar 
en la aplicación de la norma penal las exigencias de protección del 
interés jurídico y las exigencias del principio de garantía; asimismo, 
la necesidad de hacer patente la contumacia amonestando previa-
mente al presunto delincuente» 31. 
28. CABREROS, Estudios .. . , cit., p. 667. 
29. ARIAS GóMEZ, Reforma del sistema penal ...• cit .• p. 250. Cfr. pp. ss. 
30. Ibidem. 
31. Ibid. Recordemos la opinión de este autor acerca de la conveniencia de 
exigir la contumacia para todas las penas canónicas. 
186 ANGEL MARZOA 
El juez, pues, podrá durante el proceso: 
- acumular mayor certeza moral, mediante las pruebas, de la 
existencia o no del delito; 
- precisar en toda su verdadera dimensión, el grado de con-
tumacia; 
apreciar las circunstancias que acompañaron a la comisión 
del comportamiento en cuestión; 
conocer más íntimamente al delincuente, de forma que la 
imposición de la pena sea más fructuosa en orden a su 
corrección (medicinalidad de las penas); 
calificar con más elementos de juicio el grado de damnum 
sociale causado; 
y enriquecerse en matices, gracias al enfrentamiento de 
demandante y demandado ... 
- además del carácter ejemplar que tal proceso implica. 
y una vez pronunciada la sentencia, «si el promotor de justicia 
cree que el interés jurídico protegido por la norma penal no ha 
quedado suficientemente defendido debe apelar a una instancia su-
perior donde se sometería nuevamente a juicio la cuestión. Si la 
nueva sentencia es conforme con la anterior, la cuestión ha de ser 
considerada como res iudicata» 32. 
y por su parte el reo, «si cree injusta o ilegal la sentencia, puede 
apelar al órgano judicial superior aplicándose cuanto h~mos dicho 
respecto a la apelación del fiscal» 33. 
Como ya insinuamos anteriormente, todo esto no ata las manos 
de la jerarquía para intervenir en su momento tomando medidas que 
pongan término -o al menos que lo intenten- a una situación 
peligrosa; o incluso no pueda privar de derechos subjetivos a un 
presunto delincuente. «Estableciendo el principio de garantía judi-
cial para el juicio sobre los delitos o imposición de penas, puede 
establecerse a la vez la norma de que la autoridad competente de 
la Iglesia adopte aquellas medidas convenientes para proteger los 
bienes lesionados o en peligro, incluso con medidas coercitivas en 
relación al supuesto autor del delito. Tales medidas tendrán siem-
pre carácter cautelar o preventivo, y serán adoptadas en vía admi-
nistrativa preparatoria de la judicial, previa audiencia del presunto 
culpable, y con el deber consiguiente de remitir copia de lo actuado 
32. lb. 
33. lb. 
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y decidido al promotor de justicia, al objeto de que éste, dentro 
de un plazo prudencial, ejercite la acusación penal» 34. 
Al final de todo este iter, como ultima ratio, estará siempre el 
proceso y la sentencia judicial, con todas las atenuantes o con 
todo el rigor de la pena, que el caso -bien tratado- precise. 
«Gia San Paolo -escribía Pablo VI 35 en el año 1970- ne fece 
uso nella comunitá cristiana di Corinto: basta le prospettiva de 
questa citazione, per far comprendere il significato pastorale di un 
provvedimento tanto severo (excommunicatio) preso unicamente in 
vista della integritá spirituale e morale dell'intera Chiesa e per il 
bene dello stesso colpevole, ut spiritus salvus sit in die Domini 
Nostri Iesu Cristi (1 Cor 5,5)>>. 
No puede tener miedo la Iglesia a la justicia: ella estará donde 
esté la verdad. El camino de la verdad -en nuestro caso- nos 
parece más andadero a través de la vía procesal. Conlleva mayores 
dificultades, pero está en juego la integridad espiritual y moral de 
la entera Iglesia de Nuestro Señor Jesucristo, y el bien del mismo 
culpable. 
Creemos que a lo largo de estas páginas hemos podido aproxi-
marnos a esa dimensión de justicia eminentemente pastoral del 
proceso criminal canónico: «instrumento verdaderamente apto para 
imponer penas respetando las exigencias de la justicia y dando 
prueba de verdadera caridad» 36. 
34. lb., p. 251. 
35. Allocutio ad Praelatos Auditores, et officiales Tribunalis Sacrae Roma-
nae Rotae, 29 de Enero de 1970, A.A.S., 62, 117. 
36. ARIAS GóMEZ, O.c., p. 252. 
